C-20.673/II

En la ciudad de La Plata, a los 29 días del mes de mayo de dos mil siete, se reúnen en acuerdo ordinario los señores jueces de la Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, Jorge Hugo Celesia y Fernando Luis María Mancini, bajo la presidencia del primero de los nombrados, para resolver el recurso de casación interpuesto por el Defensor Oficial de D. O. G.. Practicado el sorteo de ley, resultó que, en la votación, los jueces deberán observar el orden siguiente: CELESIA –MANCINI (Arts. 47 y 48, ley 5827). 
A N T E C E D E N T E S 

El Juez a cargo del Juzgado Correccional Nº 2 del Departamento Judicial Azul, Dr. Héctor Rodolfo Torrens, resolvió en la causa n° 904/2003, con fecha 3 de junio de 2005, condenar a D. O. G. como autor penalmente responsable de los delitos de hurto simple y violación de domicilio, ambos en concurso real, a la pena de ocho meses de prisión de cumplimiento efectivo con más las costas del proceso.

Contra dicha resolución, a fojas 19/27 del presente legajo, el Sr. Defensor Oficial, Dr. Martín Alberto Marcelli, interpuso recurso de casación.

Efectuadas las vistas correspondientes, y hallándose la causa en estado de dictar sentencia, este Tribunal decidió plantear y votar las siguientes:
C U E S T I O N E S

Primera: ¿Es admisible el recurso de casación interpuesto?

Segunda: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión planteada, el juez Celesia dijo:

Se encuentran reunidos los requisitos exigidos para la admisión del recurso deducido, tanto en los aspectos relativos al tiempo y la forma de su interposición, como al derecho a impugnar de quien recurre, fundado en el carácter definitivo de la resolución impugnada, siendo que por ella se resuelve condenar al imputado.

Por lo tanto, el recurso de casación interpuesto resulta admisible, conforme a lo establecido en los artículos 450, 451, 454 inciso 1°, 456, 464 inciso 3° y 465 inciso 2º del Código de Procedimiento Penal.

Voto entonces por la afirmativa.

A la misma cuestión planteada, el juez Mancini dijo: 

Adhiero en igual sentido y por sus fundamentos al voto del Dr. Celesia.

Así lo voto.

A la segunda cuestión planteada, el juez Celesia dijo:
I. Denuncia el recurrente la inobservancia de los arts. 18 de la Constitución Nacional; arts 34 inc. 2° y 152 del C.P. y errónea aplicación de los arts. 14, 45, 50, 150 y 162 del mismo cuerpo normativo. Asimismo, se infiere que reputa inobservados los artículos 210 y 373 del C.P.P., en cuanto alega absurdo y arbitrariedad en la valoración de la prueba y en el razonamiento del magistrado sentenciante. 

Como primer agravio, sostiene la defensa que no ha quedado plenamente demostrada la autoría penalmente responsable de su defendido. 

A ese respecto manifiesta que se ha efectuado una valoración absurda de las pruebas producidas en el debate y de las que han sido incorporadas por su lectura, sosteniendo que el único indicio que involucra a su pupilo procesal con el hecho endilgado es habérselo encontrado en poder del objeto sustraído, pero ello en modo alguno resulta suficiente para acreditar el delito de hurto, pudiendo en todo caso tratarse de un delito diverso  que no fue objeto de acusación.

Aduce también que los funcionarios policiales que depusieron en la audiencia de debate sólo vieron a una persona circulando a bordo de una bicicleta con un objeto entre las manos sin poder precisar de qué se trataba. 

Funda el presente agravio manifestando que nadie pudo observar al imputado sacando de la esfera de custodia de su dueño la soldadora eléctrica en cuestión.

En virtud de los fundamentos dados al exponer este agravio, solicita que se case la sentencia recurrida por absurdo en la valoración de la prueba, por inobservancia del art. 18 de la C.N. e, implícitamente, de los arts. 210 y 373 del C.P.P. y por errónea aplicación de los arts. 45 y 162 del Código Penal. 

Como segundo motivo de agravio y en relación al delito de violación de domicilio, plantea el Sr. defensor que se configuró una de las causales de justificación legal previstas en el art. 152 del código de fondo.

Puntualmente, plantea que el imputado ingresó al domicilio de la Sra. Castañare a fin de evitar un mal grave cual era su detención por parte del personal policial interviniente. Precisa a ese respecto que su defendido no tuvo otra posibilidad que ingresar a ese domicilio a fin de evitar su privación de la libertad pero que no tuvo la intención de violarlo. 

En relación al agravio reseñado, solicita el Sr. defensor que se absuelva a su pupilo en relación al delito de violación de domicilio en virtud de existir una causal de justificación del art. 152 del C.P. o bien por aplicación del art. 34 inc. 2° del mismo cuerpo legal.

Subsidiariamente se agravia la defensa por la aplicación de los arts. 14 y 50 del C.P., lo cual entiende vulnera el art. 18 de la C.N.

Expresamente sostiene la inconstitucionalidad del art. 50 del código de fondo, manifestando que el mismo resulta violatorio del principio de “non bis in idem” y de la prohibición de la doble punición.

Hace hincapié en que el fundamento de la reincidencia radica en la realización de una conducta anterior por la que el sujeto ya fue juzgado, condenado y por la cual cumplió una sanción por lo que nada puede reprochársele de ese hecho ya perseguido.

En razón de ello, solicita la revocación de la declaración de reincidencia dispuesta por el “a quo”, declarándose así la inconstitucionalidad de los arts. 14 y 50 del C.P. por expresa violación del art. 18 de la C.N. 

A su turno, toma intervención el Sr. Fiscal ante esta instancia, Dr. Carlos A. Altuve a fs. 38/39.

Manifiesta en dicho acto que no le asiste razón a la defensa de G. por cuanto las reglas de la lógica han sido respetadas en la resolución impugnada. Así, entiende que la recurrente se ha limitado a expresar una diferente y personal valoración de la prueba no logrando evidenciar el absurdo alegado.

En cuanto al segundo agravio planteado por la defensa entiende que tampoco corresponde la aplicación del art. 152 del C.P., por cuanto tal norma no ampara a aquellas personas que pretendan evadirse de funcionarios policiales y mucho menos que obliguen a un tercero a soportar la afectación de sus bienes jurídicos sin su consentimiento.

Por último, entiende que tampoco corresponde la declaración de inconstitucionalidad del art. 50 del C.P. debido a que el mentado instituto de la reincidencia se fundamenta en la indiferencia y desatención que manifiesta por la pena quien, pese a que ya la sufrió, vuelve a cometer un delito.

En virtud de los fundamentos dados solicita el rechazo del recurso impetrado. 

II. Entiendo que el recurso no puede prosperar.

En cuanto al primer agravio esbozado, la impugnación se sustenta en una distinta apreciación de los elementos de prueba incapaz de conmover el razonamiento seguido por el juez de mérito al valorarlos, en tanto no se evidencia ningún vicio de arbitrariedad o absurdidad, ni que se hayan violado las reglas de la lógica, la experiencia y el sentido común que rigen la apreciación de la prueba. 

En el punto, el recurrente manifiesta su discrepancia con el valor convictivo asignado por el sentenciante a las distintas pruebas arrimadas al proceso, pero el recurso de casación que es un instrumento de perfección procesal históricamente pensado para controlar la aplicación del derecho, en la actualidad permite la discusión acerca de la determinación de los hechos que antes quedaba fuera de su órbita de injerencia, cuando por la inmediación que en esencia caracteriza a los procedimientos orales, no se torne imposible la aplicación de las reglas de la sana crítica racional en la valoración de la prueba.

Tratándose la valorada de prueba testimonial producida en el curso del debate oral, sólo cabe analizar el razonamiento sentencial utilizado en la determinación de los hechos y la participación del imputado, aspecto en el cual el sentenciante ha detallado la prueba utilizada y realizado un correcto desarrollo lógico sin evidenciar duda alguna en sus conclusiones.

En efecto, la forma en que se valoraron los testimonios no aparece infundada, en tanto se describe lo que cada testigo aportó y en qué medida sus dichos han contribuido a conformar la convicción del a quo, siendo que todos ellos fueron coincidentes en lo esencial.

Las circunstancias fácticas, como las relativas a la participación del encausado, fueron acreditadas tanto por los testimonios de las víctimas como por los de los funcionarios policiales que previnieron en los hechos juzgados.

El juez de mérito llegó a la certeza de que G. fue el autor del delito de hurto a partir de la ponderación de diversos indicios y presunciones, que, interpretados y valorados en su conjunto, provocaron inequívocamente en el ánimo del juzgador una sola y posible conclusión.

En primer lugar el “a quo” ponderó como elemento de cargo la declaración prestada por el  dueño de la máquina soldadora sustraída, quien manifestó en la audiencia de debate, en referencia al hecho, que fue anoticiado por un vecino de que instantes antes una persona había ingresado a su taller y se había llevado algo consigo, para luego marcharse en una bicicleta. También señaló que de seguido salió en su camioneta a buscar al sujeto, observando a las pocas cuadras a un hombre movilizándose en bicicleta, quien se bajó de la misma al ser preseguido por personal policial y comenzó a correr llevando en sus manos un bulto, para ingresar a una vivienda aledaña.

Resulta útil asimismo el mentado testimonio, en cuanto da cuenta que el objeto recogido por la policía al aprehender al sujeto resultó ser de su propiedad, el mismo que momentos antes del hecho se encontraba en la parte delantera del taller de su propiedad. El testigo de referencia también manifestó que la distancia existente entre su taller y el lugar donde se encontrara la máquina soldadora era aproximadamente de ocho o nueve cuadras.

A su turno, prestó declaración en la audiencia de juicio oral la Sra. Castañare, en cuyo domicilio intentó esconderse el causante ante la persecución desplegada por los agentes policiales. La misma manifestó que encontró en el patio de su casa a un muchacho desconocido que llevaba una máquina en sus manos, ingresando el mismo imprevistamente y sin su autorización a la cocina de la vivienda, a la vez que solicitando a la señora que no lo delatara.

En relación al elemento en poder del causante, la citada testigo relató que se trataba de una máquina de soldar. Finalmente dio cuenta de las circunstancias en que fue aprehendido en el interior de su domicilio por el personal policial interviniente.

El juez de mérito también expuso acabadamente en qué grado contribuyeron las declaraciones de los policías que previnieron en el hecho a la hora de formar su convicción.

A ese respecto, el magistrado detalló el testimonio prestado por el funcionario policial José Luis Blúa, quien sostuvo que recibió un llamado telefónico anoticiándolo de que una persona había sustraído una soldadora eléctrica, y también el trayecto por el cual estaba siendo seguida, mientras se trasladaba en una bicicleta. Así señaló que vió a un sujeto de sexo masculino a bordo de una bicicleta de la cual posteriormente se bajó llevando en sus manos un artefacto, para ingresar al patio de una casa, dando cuenta también de la aprehensión del imputado y de la incautación de la res furtiva, la que conicidía en sus características con la señalada como sustraída en el llamado telefónico previamente recibido.

Contestes con aquél testimonio resultaron los dichos de los otros dos agentes policiales que declararon en la audiencia de debate, Luis Horacio Yañez y José Luis Frecero, minuciosamente detallados en la sentencia en crisis y a los que en honor a la brevedad me remito. 

La totalidad de los testimonios reseñados, los que resultaron merecedores de plena credibilidad para el magistrado sentenciante, más la prueba documental incorporada al debate por su lectura han dado basamento a la decisión que ahora viene cuestionada.

Frente a este cuadro probatorio la mera afirmación relativa a que ninguno de los testigos que depusieron en la audiencia de juicio oral pudieron observar el momento mismo en que el encartado se habría apoderado del elemento sustraído, resulta insuficiente.

Tiene dicho este Tribunal en la causa Nro. 5303 "Flores", sent. del 11/12/01, reg. 973, entre otras, que "el sistema de las libres convicciones razonadas instaurado en nuestro derecho de formas para la valoración de la prueba (arts. 210 y 373 del C.P.P.) le permite al juez de mérito fundar el juicio de certeza sobre la participaci¢n del inculpado, no sólo mediante prueba directa, sino también, y aún exclusivamente, por  prueba indirecta indiciaria, con la total libertad de fijar los hechos conocidos y probados (indiciarios) y, a través de un juicio lógico inductivo, establecer los hechos desconocidos (indicativos) que luego conformarán la certeza para la declaración de culpabilidad". 

Frente a la alegación defensista en el sentido que ninguno de los testigos vio efectivamente al encartado en plena faz desapoderativa, cabe destacar el pormenorizado análisis de las presunciones efectuado por el Dr. Torrens: “ Queda claro –sobre la base de los elementos probatorios que detallé- que el acusado D. O. G. tenía en su poder la soldadora eléctrica de propiedad de Guillermo José Friedman con inmediatez al momento de su sustracción, se movilizaba en una bicicleta en forma coincidente con el dato inicial que le fue informado a la víctima sobre el vehículo en que se desplazaba el autor del hecho, fue hallado a unas ocho o nueve cuadras de distancia respecto del taller en donde había sido hurtado el efecto y el imputado se dio a la fuga cuando advirtió la presencia del personal policial. Esas circunstancias conforman indicios plurales, concordantes e inequívocos que me conducen a concluir que ha participado, a título de autor (Art. 45 del Código Penal) en la comisión del apoderamiento ilegítimo que he tenido por demostrado.” 

Por lo expuesto, entiendo que el embate defensista en este aspecto es ineficaz desde que fragmenta indebidamente el plexo probatorio ponderado, desentendiéndose de que la convicción del Juzgador respecto a la autoría fue el fruto de la correlación de todos los elementos merituados en el fallo.

Al aplicar las reglas de la sana crítica, el juez formó su íntima y sincera convicción dando las razones de ello, no advirtiéndose absurdo alguno y habiéndose cumplido con el art. 210 del C.P.P. al que remite el art. 373 del mismo texto legal.

En virtud de todo el marco probatorio reseñado, el que resulta concordante e inequívoco, como así también del análisis sentencial del sólido conjunto de presunciones incriminantes, no surge de la consideración objetiva de los hechos un supuesto de duda ya que se ha acreditado suficientemente la autoría y responsabilidad del encausado.
En razón de lo expuesto, y no advirtiendo el vicio lógico denunciado por la parte, propicio el rechazo de este motivo de agravio.
III. Ya en relación al segundo motivo de agravio planteado por la defensa, estimo que el mismo resulta igualmente improcedente.

En efecto, la defensa técnica de G. viene planteando la aplicación del art. 152 del C.P. o, en su defecto, la del art. 34 inc. 3° del C.P. en relación al delito de violación de domicilio cuya materialidad y autoría no vienen cuestionadas en esta instancia.

Y a ese respecto cabe decir que el art. 152 del C.P. invocado por la parte es una causa especial de justificación referida al tipo previsto por el art. 150 del mismo cuerpo normativo pero en modo alguno, como bien han señalado el Sr. juez de mérito y el Sr. Fiscal ante esta instancia, puede interpretarse como respaldatoria de una conducta desplegada por el agente que pueda resultar reprochable para el ordenamiento jurídico.

Evidentemente, esto último ha acontecido en el sub lite toda vez que el mal para sí mismo que pretendió evitar el encartado, esto es su aprehensión, resultaba ser conforme el desarrollo de los hechos, un mal que estaba jurídicamente obligado a soportar.

Así, resulta claro que amparándose en lo normado por el art. 152 del código de fondo no puede eximirse de responsabilidad penal respecto del delito de violación de domicilio a quien trata de evadirse del personal policial que procura efectivizar su aprehensión ante la reciente comisión de un delito. 

Por iguales fundamentos resulta inaplicable también el art. 34 inc. 3° del C.P., referido al estado de necesidad justificante, desde que en este caso el autor debe ser ajeno al mal que trata de evitar; o la causa de inculpabilidad prevista en el art. 34 inc. 2° del Código Penal como estado de necesidad exculpante, muy genéricamente mencionada por la parte en su presentación recursiva, supuesto que presupone una situación de extrema coacción donde el mal causado y el que se procura evitar guardan cierta correlación, supuesto que no se advierte en autos, donde el grado de ponderación de los males es diverso. 

Por lo expuesto, debe rechazarse el segundo motivo de agravio traído por la parte.

IV. Con respecto al tercer y último agravio relativo al planteo de inconstitucionalidad de los artículos 14 y 50 del C.P. introducido por el Sr. defensor oficial, entiendo que el mismo no debe tener favorable acogida.

La declaración de reincidencia no configura un bis in idem, desde que el agravamiento de la punición en tales circunstancias no comporta un nuevo castigo por el hecho anterior, sino un mayor reproche dirigido al sujeto en función de su grado de culpabilidad por la comisión del nuevo hecho delictivo.

Como he dicho en otras oportunidades, la calidad de reincidente se fundamenta en el mayor grado de culpabilidad que demuestra quien se determina a delinquir nuevamente, después de haber cumplido, total o parcialmente, una pena privativa de la libertad. El individuo que reincide merece por el nuevo hecho un mayor grado de reproche, porque sobre él pesa, además de la norma de deber y la amenaza abstracta de pena, la concreta imposición de una pena de efectivo cumplimiento, lo que aumenta su capacidad para motivarse en el derecho en comparación con quien no ha sido condenado con anterioridad y mantiene con la norma abstracta de deber su relación originaria. Desde esta perspectiva, no alcanzo a vislumbrar la denunciada contraposición entre el instituto de la reincidencia y el principio de inocencia amparado constitucionalmente.

En virtud de los fundamentos dados con anterioridad propongo el íntegro rechazo del recurso deducido por la defensa del imputado G., sin costas en esta instancia (Arts. 34 inc. 2° y 3° –a contrario-, 45, 50, 150, 152 –a contrario- y 164 del C.P., Art. 18 C.N. y 210   373, 530, 531 y cc del C.P.P.). 

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el juez Mancini dijo: 

Adhiero por sus fundamentos al voto del Sr. Juez Dr. Celesia, dejando a salvo mi opinión al respecto de que el marco de la contradicción que plantea la defensa, no permite extraer el principio de que el sospechoso perseguido debe ceder en su afán libertario.

Así lo voto.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, la Sala II del Tribunal, 

R E S U E L V E:


I- DECLARAR FORMALMENTE ADMISIBLE el recurso de casación interpuesto por el Sr. defensor oficial del Departamento Judicial Azul a favor del imputado D. O. G. (arts. 450, 451, 454 inciso 1°, 456, 464 inciso 3° y 465 inciso 2° del Código de Procedimiento Penal).


II- RECHAZAR el recurso deducido por los motivos expuestos en la cuestión segunda, sin costas (Arts. 34 inc. 2° y 3° –a contrario-, 45, 50, 150, 152 –a contrario- y 164 del C.P., Art. 18 C.N. y 210   373, 530, 531 y cc del C.P.P.) 

III. Regístrese, notifíquese y devuélvase a la instancia de origen.

JORGE HUGO CELESIA – FERNANDO LUIS MARIA MANCINI

